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Sobre: 
Ley 140 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez Torres, la 
Juez Nieves Figueroa y el Juez Flores García. 

 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de agosto de 2016. 

I. 

Tenemos ante nuestra consideración una Solicitud de 

Revisión de una determinación realizada por la Unidad de 

Investigaciones del Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan. Su génesis data del 24 de junio de 2016, cuando la 

peticionaria solicitó al Tribunal que bajo el palio de la Ley 1401 le 

ordenara a la Funeraria La Cruz tomar fotografías del cuerpo de su 

madre. Según alega, las fotografías  servirían para probar un 

alegado maltrato físico propiciado por su hermano el cual es tutor 

legal de la madre. En Resolución realizada el mismo día, el 

Tribunal a quo determinó que “No se toma acción porque no 

existe controversia adjudicable al amparo de la ley 140”. 

Estamos obligados a desestimar el recurso. Elaboremos.   

II. 

Sabido es que como celosos guardianes de nuestra 

jurisdicción, no tenemos discreción ni autoridad en ley para 

                                                 
1 Ley sobre Controversias y Estados Provisionales de Derecho, 32 LPRA secs. 

2871-2877. 
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asumirla ni podemos arrogárnosla, donde no la hay,2 pues su 

ausencia es insubsanable.3 Órdenes, resoluciones y sentencias 

emitidas sin jurisdicción son fatalmente nulas. La naturaleza 

privilegiada de los aspectos jurisdiccionales --cuya existencia no 

puede presumirse4--, exige sean resueltos y su ausencia debe 

declararse, antes de considerar los méritos de las controversias 

planteadas.5 Por ello se ha advertido que “[d]ebido a las 

importantes implicaciones de índole jurisdiccional que ello 

conlleva”,6 los tribunales revisados “deben estar atentos al 

desarrollo del caso a nivel del tribunal revisor y a la etapa procesal 

en que éste se encuentra, previo a retomar acción de los mismos.”7 

Así mismo, los foros apelativos tenemos que estar pendientes de 

que los recursos ante nuestra consideración no sean tardíos ni 

prematuros. 

Un recurso tardío sencillamente adolece del grave e 

insubsanable defecto de falta de jurisdicción y tiene que ser 

desestimado.8 Como cuestión de justiciabilidad, cuando se carece 

jurisdicción apelativa priva al foro recurrido de considerarlo en sus 

méritos y en derecho. “Como tal, su presentación carece de eficacia 

y no produce ningún efecto jurídico, pues en ese momento o instante 

en el tiempo (punctum temporis) [no existe] autoridad judicial o 

administrativa alguna para acogerlo”.9 De manera que cuando un 

                                                 
2 Cruz Parrilla v. Depto. Vivienda, 184 DPR 393, 403 (2012); Dávila Pollock et als. 

v. R.F. Mortgage, 182 DPR 86, 97 (2011); Romero Barceló v. E.L.A., 169 DPR 460 

(2006); Morán v. Marti, 165 DPR 356, 364 (2005). 
3 S.L.G. Sola-Maldonado v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675 (2011); Maldonado v. 

Junta Planificación, 171 DPR 46, 57-58 (2007); Souffront v. A.A.A., 164 DPR 663, 
674 (2005); Vázquez v. A.R.P.E., 128 DPR 513, 537 (1991). 
4 Sociedad de Gananciales v. A.F.F., 108 DPR 644 (1979). 
5 Pagán v. Alcalde Municipio de Cataño, 143 DPR 314 (1997); González Santos v. 

Bourns de Puerto Rico, 125 DPR 48 (1985); Autoridad sobre Hogares v. 
Sagastivelza, 71 DPR 436 (1959). 
6 Colón y Otros v. Frito Lays, 186 DPR 135, 150 (2012). 
7 Id. 
8 Rodríguez Díaz v. Zegarra, 150 DPR 649, 654 (2000); Hernández Apellániz v. 

Marxuach Const., 142 DPR 492, 498 (1997). 
9 Pérez Marrero v. C.R. Jiménez, Inc. y otros, 148 DPR 153, 154 (1999). Véase; 

además: Juliá, et al. v. Epifanio Vidal, S.E., 153 DPR 357, 366-367 (2001); 

Rodríguez Díaz v. Zegarra, 150 DPR 649, 654, (2000); Pérez v. C.R. Jiménez, Inc., 

148 DPR 153, 154 (1999). 
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tribunal determina que no tiene la autoridad para atender un 

recurso, sólo puede así declararlo y desestimarlo.10  

Una parte adversamente afectada por una resolución u 

orden del Tribunal de Primera Instancia podrá solicitar su revisión 

mediante la presentación de un Recurso de Certiorari. A esos 

efectos, la Regla 52.2 (b) de las de Procedimiento Civil de Puerto 

Rico dispone, en lo pertinente: 

[…] 

Los recursos de certiorari al Tribunal de Apelaciones 

para revisar resoluciones u órdenes del Tribunal de Primera 
Instancia o al Tribunal Supremo para revisar las demás 
sentencias o resoluciones finales del Tribunal de Apelaciones 

en recursos discrecionales o para revisar cualquier 
resolución interlocutoria del Tribunal de Apelaciones 
deberán ser presentados dentro del término de treinta (30) 

días contados desde la fecha de notificación de la resolución 
u orden recurrida. El término aquí dispuesto es de 

cumplimiento estricto, prorrogable sólo cuando medien 
circunstancias especiales debidamente sustentadas en la 
solicitud de certiorari. …  

 

Ahora bien, siendo el término de cumplimiento estricto, sólo 

es prorrogable cuando medien circunstancias especiales 

debidamente sustentadas.11  Los tribunales solo poseemos 

discreción para eximir a una parte del requisito de observar 

fielmente un término de cumplimiento estricto si están presentes 

dos condiciones: “(1) que en efecto exista justa causa para la 

dilación; (2) que la parte le demuestre detalladamente al tribunal 

las bases razonables que tiene para la dilación, es decir, que la 

parte interesada acredite de manera adecuada la justa causa 

aludida.”12 En ausencia de una de las condiciones, el Tribunal 

carece de autoridad para prorrogar el plazo.13  

                                                 
10 Lozada Sánchez, et al. v. JCA, 184 DPR 898, 909 (2012); S.L.G. Sola-
Maldonado v. Bengoa Becerra, supra; Caratini v. Collazo Syst. Análisis, Inc., 158 

DPR 345, 356 (2003); Vega, et al. v. Telefónica, 156 DPR 584 (2002). 
11 Figueroa v. Del Rosario 147 DPR 121, 127 (1998). 
12 Arriaga Rivera v. Fondo del Seguro del Estado, supra, págs. 130-131. 
13 Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 84, 93 (2013). 
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Así, cuando un tribunal determina que no tiene la autoridad 

para atender un recurso, sólo puede así declararlo y desestimar el 

caso.14 Debido a que la ausencia de jurisdicción es insubsanable.15 

De conformidad con dicha doctrina,  la Regla 83 de nuestro 

Reglamento,16 sobre desistimiento y desestimación, dispone en lo 

pertinente:   

(A)  […] 
(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la 
desestimación de un recurso por los motivos 

siguientes:   
(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 

jurisdicción;   
(2) que el recurso fue presentado fuera del término 
de cumplimiento estricto dispuesto por ley sin que 

exista justa causa para ello.   
(3) que no se ha presentado o proseguido con 
diligencia o de buena fe;   

(4) que el recurso es frívolo y surge claramente que no 
se ha presentado una controversia sustancial o que ha 

sido interpuesto para demorar los procedimientos;   
(5) que el recurso se ha convertido en académico. 
(C)  El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, 

podrá desestimar un recurso de apelación o 
denegar un auto discrecional por cualesquiera de 
los motivos consignados en el inciso (B) 

precedente.  (Énfasis nuestro). 
 

En Febles v. Romar,17 el Tribunal Supremo advirtió que “el 

hecho de que las partes comparezcan por derecho propio, por sí 

solo, no justifica que incumplan con las reglas procesales”. Ello así 

y siendo doctrina reiterada que las partes deben cumplir con las 

disposiciones reglamentarias establecidas para la presentación y 

forma de los recursos y que su incumplimiento puede dar lugar a 

la desestimación, procede desestimemos el recurso incoado según 

previamente intimado.18 

                                                 
14 Caratini v. Collazo Syst. Análisis, Inc., 158 DPR 345, 356 (2003); Vega et al. v. 

Telefónica, supra. 
15 Maldonado v. Junta Planificación, supra; Souffront v. A.A.A., supra; Vázquez v. 

A.R.P.E., supra.   
16 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 83. 
17 Febles v. Romar, 159 DPR 714 (2003). 
18 Regla 83(C) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. Arriaga Rivera 

v. Fondo del Seguro del Estado, 145 DPR 122 (1998); Cárdenas Maxán v. 

Rodríguez, 119 DPR 642, 659 (1987); Matos v. Metropolitan Marble Corp., 104 

DPR 122, 126 (1975). 



 
 

 
KLCE201601401    

 

5 

Por otro lado, vale destacar que no obra en el expediente de 

este Tribunal documento alguno que nos permita evaluar la 

justiciabilidad de su reclamo, ni nuestra autoridad para entender 

el recurso. Es principio básico de derecho constitucional que un 

tribunal puede adjudicar un caso o una controversia ante su 

consideración solo si es justiciable. Los tribunales solo debemos 

intervenir en “controversias reales y vivas, en las cuales existan 

partes con intereses encontrados cuyo propósito sea obtener un 

remedio que tenga un efecto sobre la relación jurídica”.19 En Asoc. 

Fotoperiodistas v. Rivera Schatz20 el Tribunal Supremo reiteró: 

Para que una controversia sea justiciable se debe 
evaluar si es (1) tan definida y concreta que afecte las 

relaciones jurídicas entre las partes que tienen un 
interés jurídico antagónico; (2) que el interés sea real 
y substancial y que permita un remedio específico 

mediante una sentencia de carácter concluyente, y 
finalmente (3) si la controversia es propia para una 

determinación judicial, ya que se distingue de una 
disputa de carácter hipotético o abstracto, y de un 
caso académico o ficticio. […] Por lo tanto, no será 

justiciable aquella controversia en la que: (1) se trata 
de resolver una cuestión política; (2) una de las partes 
no tiene legitimación activa; (3) después que ha 

comenzado el pleito, hechos posteriores la convierten 
en académica; (4) las partes buscan obtener una 

opinión consultiva, o (5) se promueve un pleito que no 
está maduro. 
 

Lo anterior nos lleva al principio de justiciabilidad, que como 

autolimitación al poder de revisión judicial implica que solo 

podemos ejercerlo en un asunto que presente un caso o 

controversia real, en el que podamos intervenir para resolver 

intereses opuestos de las partes involucradas, y no en aquellas 

circunstancias en que se presente una disputa abstracta cuya 

solución no tendrá consecuencias para las partes.21  

III. 

Surge del expediente que el 24 de junio de 2016 el Tribunal 

de Primera Instancia notificó la determinación recurrida. Por ende, 
                                                 
19 Lozada Sánchez et al. v. JCA, 184 DPR 898 (2012). 
20 Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, 180 DPR 920, 932 (2011) (Citas omitidas). 
21 Com. de la Mujer v. Srio. de Justicia, 109 DPR 715, 720 (1980); E.L.A. v. 
Aguayo, 80 DPR 552, 558–559 (1958). 
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conforme a la Regla 52.2 (b) de las de Procedimiento Civil, el 

término para presentar el Recurso de Certiorari venció el 24 de julio 

de 2016. Por dicho día ser domingo, el término para presentar el 

Certiorari venció el 25 de julio de 2016. Sin embargo, la 

peticionaria, presentó este recurso el 1 de agosto de 2016, es decir, 

transcurridos más de 7 días desde que venció el término para su 

presentación.  No presentó justa causa para justificar la tardanza.  

 En vista de que no nos ha provisto con fundamentos 

suficientes para determinar que medien circunstancias especiales 

debidamente sustentadas para eximir a una parte del requisito de 

observar fielmente un término de cumplimiento estricto. Que en 

efecto exista justa causa para la dilación de 7 días o en su defecto 

que la parte le demuestre detalladamente al Tribunal las bases 

razonables que tiene para la dilación. A falta de prueba el Tribunal 

carece de autoridad para prorrogar el plazo.22 

IV. 

Por los fundamentos que anteceden, desestimamos este 

recurso por falta de jurisdicción. Regla 83 (C) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

 
                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 
 

 

                                                 
22 Aun cuando desde la perspectiva temporal, tuviésemos jurisdicción, el recurso 

no plantea una controversia justiciable, es decir, susceptible de ser adjudicada.  
En tal sentido, actuó correctamente el Foro de Primera Instancia al resolver no 
tener ante sí una controversia justiciable. 


